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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – CUATRO (04) DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 
RAD: 2023-0298 (T02-2023-0045-01) 
ACCIONANTE: JOHANA PATRICIA MENDOZA ALONSO, quien actúa en nombre de su 
hija YARETZI LUCIA AMELL  
MENDOZAACCIONADO: SURA EPS, MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÒN 
SOCIAL, ALCALDIA DE BARRANQUILLA y SECRETARIA DE SALUD DE 
BARRANQUILLA 
 

ASUNTO A TRATAR 
 
Procede el despacho a resolver la impugnación presentada en contra del fallo de primera 
instancia proferido el 25 de julio de 2023 por el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL 
DE SOLEDAD, dentro de la acción de tutela impetrada por JOHANA PATRICIA 
MENDOZA ALONSO, quien actúa en nombre de su hija YARETZI LUCIA AMELL, en 
contra de SURA EPS, MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÒN SOCIAL, ALCALDIA DE 
BARRANQUILLA y SECRETARIA DE SALUD DE BARRANQUILLA por la presunta 
vulneración de sus derechos fundamentales a la SALUD, VIDA DIGNA Y DIGNIDAD 
HUMANA, con fundamento en los siguientes: 
 

HECHOS 
 
La parte accionante señala como hechos de su solicitud de amparo, los que se exponen a 
continuación: 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
 
Solicita la actora el amparo de los derechos fundamentales que considera vulnerados, 
ordenando a la accionada: 

 

 
 

DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD a través de auto calendado el 10 de julio de 2023, ordenándose oficiar a la 
EPS accionada a fin de que rindiera un informe sobre los hechos de la acción de tutela. 
Además, vincula al trámite a FUNDACION OFTAMOLOGICA DEL CARIBE y a la 
FUNDACION HOSPITAL UNIVERSIDAD DEL NORTE 
Informe rendido en los siguientes términos  
 
INFORME SURA EPS. 
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HOLGER AUGUSTO ALFONZO FLOREZ, en calidad de Representante Legal Judicial, 
manifestó: 

 

 

 
 

INFORME FUNDACION OFTALMOLOGICA DEL CARIBE -FOCA-  
LUIS JOSE ESCAF JARABA, en calidad de Gerente y Representante Legal, manifestó: 
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INFORME FUNDACION HOSPITAL UNIVERSIDAD DEL NORTE 
GISELLA PATRICIA GIOVANETTI LOSADA en calidad de Representante Legal para 
fines Judiciales y Extrajudiciales, manifestó: 
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INFORME ALCALDIA DE BARRANQUILLA 
PIEDAD OROZCO CARRASQUILLA, en calidad de Apoderada Especial, manifestó: 
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INFORME MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL 
RODOLFO ENRIQUE SALAS FIGUEROA en calidad de Director Técnico de la Dirección 
Jurídica, manifestó: 

 
 

AUTO VINCULA 
Mediante auto de fecha 24 de julio de 2023, el A quo resolvió ordenar la vinculación al 
trámite de la ALCALDIA MUNICIPAL DE SOLEDAD y a la SECRETARIA DE SALUD DEL 
ATLÁNTICO 
 
 
 FALLO PRIMERA INSTANCIA 
 
El JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, a través de providencia del 25  
de julio de 2023, resolvió declarar improcedente el amparo invocado, en atención a que la 
menor agenciada es beneficiaria del régimen contributivo, además  en relación a la 
exención de copagos no cumple los requisitos establecidos por la Corte en reiterada 
jurisprudencia. 
 

DE LA IMPUGNACIÓN 
 

Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionante, presentó impugnación bajo los 
argumentos que se exponen así: 

 

 
(…) 
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PROBLEMA JURÍDICO 

 
De conformidad con lo preceptuado por el actor corresponde analizar si SURA EPS ha 
vulnerado los derechos fundamentales invocados por JOHANA PATRICIA MENDOZA 
ALONSO, quien actúa en calidad de agente oficioso de  la menor YARETZI LUCIA 
AMELL MENDOZA, con ocasión de la solicitud de transporte para la asistencia del menor 

a las terapias ordenadas por le medico tratante   
 

NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 23  y 86 de la Constitución Política 
Decreto 2591 de 1991, Decreto 1382 de 2000 Sentencias T- 661-2008, T- 798-2007, T- 
787-2004, T- 881 -2002, T- 1082-2001, T -1025- 2007, T 161 – 2011, T- 146-2012, T- 047-
2013, T- 183- 2013,  T – 149-2013, T-239-2013, T-253-2014,  T-095-2015, T – 138 – 
2017, T 155 – 2017 entre otras.  

CONSIDERACIONES 
 
El Constituyente del 1991, se preocupó por consagrar no sólo una completa declaración 
de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
Fue así como el Texto Constitucional, incorporó por vez primera en el ordenamiento 
jurídico colombiano, las llamadas acciones constitucionales. Entre éstas, se encuentra la 
acción de tutela, mecanismo que protege los derechos fundamentales, cuando éstos 
resulten amenazados o vulnerados, por cualquier autoridad pública y por los particulares, 
éstos últimos en los precisos casos señalados en la ley. 
 
A continuación, se realizará un estudio de los derechos fundamentales respecto de los 
cuales se solicita el amparo por parte de la actora: 
 
EL DERECHO A LA VIDA: Consagrado en el artículo 11 de nuestro Estatuto 
Constitucional al señalarlo como un derecho inviolable, siendo este fundamental, de 
exigente aplicación. Es el soporte sobre el cual se desarrollan los demás derechos y su 
efectiva protección corresponde a la plena vigencia de los fines del Estado Social de 
Derecho, constituyendo así una responsabilidad esencial. Es obligación primaria de las 
autoridades la de proteger a todas las personas residentes en Colombia en sus vidas y en 
sus demás derechos, entre ellos el de la integridad personal, tal como lo proclama el 
artículo 2º de la Constitución.    
       
EL DERECHO A LA SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL: Señalado en el Art. 49 de la 
Constitucional Política. La salud es un derecho constitucional fundamental, no solamente, 
por guardar estrecha relación con los derechos a la vida, la integridad personal y la 
Dignidad humana. A partir de la sentencia T – 960 de 2008 la Corte Constitucional le dio 
ese carácter como derecho  autónomo. 
 
El reconocimiento de la salud como derecho fundamental se halla en consonancia con la 
evolución de su protección en el ámbito internacional. 
 

CASO CONCRETO 
 
En  el  presente  caso  se  entrará  a  verificar  la  presunta  trasgresión  de  los  derechos 
fundamentales  invocados por JOHANA PATRICIA MENDOZA ALONSO, quien actúa en 
calidad de agente oficioso de menor YARETZI LUCIA AMELL MENDOZA, presuntamente 
vulnerados  por SURA EPS  al  no  proceder  a  cubrir  el  costo de  transporte entre  el  
municipio  de  Soledad  y  la  ciudad  de  Barranquilla  a  fin  de  poder  asistir  al 
tratamiento  prescrito  por  su  médico  tratante  en  virtud  del  diagnóstico  de RETARDO 
DEL DESARROLLO, HIPOTONIA CONGENITA, BELFAROPTOSIS CONGENITA, 
TRASTORNO DEL LENGUAJE EXPRESIVO, TRASTORNO GENERALIZADO DEL 
DESARROLLO ESPECIFICO, PARALISIS DE LA CONJUNCION DE LA MIRADA, 
HIPERMETROPIA, ASTIGMATISMO NISTAGMO Y OTROS MOVIMIENTO OCULARES 
INVOLUNTARIOS, que padece. 
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De las pruebas arrimadas al plenario, se evidencia que la agenciada es una menor de 
edad que además por su estado de salud se encuentran en un estado de indefensión que  
requiere  de  la  intervención  del  estado, situación  que  le hacen  sujeto  de  doble 
protección constitucional.  
 
Pues bien, la Corte Constitucional ha establecido que la acción de tutela es un medio 
judicial procedente, eficaz e idóneo para exigir judicialmente el respeto al derecho a la 
salud, especialmente frente a grupos de población que se hallen en circunstancias de 
debilidad manifiesta (inciso final art.13 Const.), entre los que están los niños y niñas, las 
personas de avanzada edad y quienes se encuentren en condición de discapacidad. De 
tal manera ha expresado: 
 
“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia jurisprudencia, en el 
sentido de señalar que, tratándose de personas que por sus condiciones de debilidad 
manifiesta son sujeto de especial protección por parte del Estado, como es el caso de los 
niños, los discapacitados y los adultos mayores (C.P.arts.13,46y47), la salud tiene el 
alcance de un derecho fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de demostrar 
conexidad alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer su protección 
constitucional a través de la acción de tutela.” 
 
El a quo en fallo de primera instancia resolvió declarar improcedente el amparo toda vez 
que la menor agenciada se encuentra en el régimen contributivo. Inconforme con lo 
anterior la parte actora impugna el fallo asegurando que el mismo debe ser revocado. 
 
De la situación fáctica puesta de presente observa el despacho que la actora en escrito de 
tutela asegura que el servicio de transporte fue concedido mediante una tutela resuelta 
previamente, en atención a  ello se revisa en las pruebas adjuntas que el JUZGADO 
QUINTO PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO DE 
BARRANQUILLA resolvió en segunda instancia la acción de tutela adelantada por 
JOHANA PATRICIA MENDOZA ALONZO en calidad de agente oficios de YARETZI 
AMELL MENDOZA, sentencia en la cual revocan lo decidido por el JUZGADO SEXTO 
PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONTROL DE GARANTIAS , concediendo el 
amparo invocado y ordenando a SURA EPS garantizar el servicio de transporte de la 
menor. 
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De conformidad con lo anterior, considera el Despacho que la situación puesta de 
presente ya fue resuelta en sede de tutela por lo que no es procedente que sea resuelta 
nuevamente. 
 
Ahora bien en lo que respecta a la exoneración de copago o cuota moderadora,  la Corte 
Constitucional en sentencia T-266-2020 dispuso: 

“El Acuerdo 260 de 2004 del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud define el régimen de 
pagos compartidos y cuotas moderadoras dentro del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud y establece la diferencia entre las cuotas moderadoras y los copagos. Las primeras se 
aplican a los afiliados cotizantes y a sus beneficiarios para regular la utilización del servicio de 
salud y estimular su buen uso, promoviendo en los afiliados la inscripción en los programas de 
atención integral desarrollados por las EPS. Los segundos son los aportes en dinero que 
corresponden a una parte del valor del servicio demandado y tienen como finalidad ayudar a 
financiar el sistema; se aplican única y exclusivamente a los afiliados beneficiarios del régimen 
contributivo. 

En el mencionado acuerdo se regulan los montos que se deben cancelar por concepto de cuotas 
moderadoras y copagos, tanto en el régimen contributivo como en el subsidiado. Se establecen los 
principios que deben respetarse para la aplicación de los mismos. Así, de conformidad con el 
Artículo 5º del Acuerdo, para ese efecto deben respetarse los siguientes principios básicos: 
equidad, información al usuario, aplicación general y no simultaneidad. 

El artículo 4º del Acuerdo aclara que las cuotas moderadoras y los copagos se aplicarán teniendo 
en cuenta el ingreso base de cotización del afiliado. Específicamente en relación con los copagos, 
que son los que tienen relevancia en el presente caso, en el artículo 9º se establece que el valor 
por año calendario permitido por concepto de copagos se determinará para cada beneficiario con 
base en el ingreso del afiliado cotizante expresado en salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, de acuerdo con los parámetros que, para cada evento, se fijan en la misma disposición. 

De manera concreta, sobre las enfermedades catastróficas o de alto costo, sin perjuicio de la 
Resolución 2565 de 2007, la Resolución 3974 de 2009 enuncia algunas enfermedades de alto 
costo. Asimismo, el Acuerdo 029 de 2011 y las Resoluciones 5521 de 2013 y 6408 de 2016 
presentan un listado referente a los procedimientos, eventos o servicios considerados como tales 
de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 129. ALTO COSTO. Sin implicar modificaciones en la cobertura del Plan de Beneficios 
en Salud con cargo a la UPC, entiéndase para efectos del no cobro de copago los siguientes 
eventos y servicios como de alto costo: A. Alto Costo Régimen Contributivo: 1. Trasplante renal, 
corazón, hígado, médula ósea y córnea. 2. Diálisis peritoneal y hemodiálisis. 3. Manejo quirúrgico 
para enfermedades del corazón. 4. Manejo quirúrgico para enfermedades del sistema nervioso 
central. 5. Reemplazos articulares. 6. Manejo médico quirúrgico del paciente gran quemado. 7. 
Manejo del trauma mayor. 8. Diagnóstico y manejo del paciente infectado por VIH/SIDA. 9. 
Quimioterapia y radioterapia para el cáncer. 10. Manejo de pacientes en Unidad de Cuidados 
Intensivos. 11. Manejo quirúrgico de enfermedades congénitas”. 

Sin embargo, conforme con la sentencia T-402 de 2018[199], la Ley 1438 de 2011 le otorgó al 
Gobierno Nacional, por una parte, la obligación de realizar la actualización del POS o PBS “una 
vez cada dos años atendiendo a cambios del perfil epidemiológico y carga de la enfermedad de la 
población, la disponibilidad de recursos, equilibrio y medicamentos extraordinarios no explícitos en 
el Plan de Beneficios”; y, por la otra, la evaluación integral del SGSSS cada cuatro (4) años, con 
base en indicadores como “la incidencia de enfermedades crónicas no trasmisibles y en general las 
precursoras de eventos de alto costo”, con la finalidad de complementarlas. 

En ese sentido, conforme con la jurisprudencia constitucional, la definición y alcance de las 
enfermedades de alto costo no es un asunto resuelto dentro de las normas legales o 
reglamentarias. Por el contrario, dicha enumeración realizada por las normas no puede 
considerarse de manera taxativa y cerrada en atención a que su clasificación se encuentra 
supeditada a la vocación de actualización del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

Jurisprudencialmente, además de la exoneración prevista en las normas pertinentes, hay 
lugar a la exención de dicho pago cuando se comprueba que el usuario del servicio de salud 
o su familia no cuentan con recursos económicos suficientes para asumir las cuotas 
moderadoras, copagos o cuotas de recuperación según al régimen que se encuentre 
afiliado” 
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Así las cosas, teniendo en cuenta lo manifestado por la madre de la menor bajo la 
gravedad del juramento, considera necesario este Despacho ordenar a la EPS accionada 
que exonere a la menor YARETZI AMELL MENDOZA  del pago de cuotas moderadoras o 
copagos por los tratamientos, medicamentos, procedimientos, exámenes, consultas y 
demás costos que demande la atención de sus patologías, de conformidad con lo 
expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

Finalmente por lo  expuesto,  a partir  de  las  circunstancias  fácticas  y  jurídicas  que 
dieron  lugar al  ejercicio  de  la  presente  acción,  tomando  en  cuenta  la  jurisprudencia 
previamente  enunciada,  y  las  consideraciones  particulares  de  la  situación  puesta  en 
conocimiento  de  esta  agencia  judicial,  resulta necesario revocar parcialmente el fallo 
proferido el 25 de julio de 2023 por el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD, y en su lugar conceder el amparo invocado solo respecto a la exoneración de 
cuota moderadora o copago, lo anterior como se dijo previamente, la solicitud de 
transporte ya fue concedida mediante acción de tutela proferida por el JUZGADO 
QUINTO PENAL CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO DE BARRANQUILLA.  

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO Y POR MANDATO 

DE LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY. 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: REVOCAR PARCIALMENTE el fallo de primera instancia proferido el 25 de 
julio de 2023 por   el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD,  al interior  
de  la  acción  de  tutela  impetrada por  JOHANA PATRICIA MENDOZA ALONSO, quien 
actúa en calidad de agente oficioso de la menor YARETZI AMELL MENDOZA en  contra  
de  SURA  EPS,  en su lugar CONCEDER el amparo invocado de  conformidad  con  lo  
expuesto  en  la parte motiva de este proveído. 
 
SEGUNDO: En consecuencia, ORDENA a la accionada SURA EPS S.A que en el término 
de cuarenta y ocho (48) horas, siguientes a la notificación de este fallo, si aún no lo ha 
hecho, exonere a la menor YARETZI AMELL MENDOZA  del pago de cuotas 
moderadoras o copagos por los tratamientos, medicamentos, procedimientos, exámenes, 
consultas y demás costos que demande la atención de sus patologías, de conformidad 
con lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia.  
 
En las demás pretensiones se confirma lo resuelto en primera instancia. 
 
TERCERO: Notificar  ésta  providencia  a  las  partes,  al  a  quo,  así  como  al  señor 
Defensor del Pueblo de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 
 
CUARTO: En   su   oportunidad   remítase   el   expediente   a   la   Honorable   corte 
constitucional  para  su  eventual  revisión,  según  lo  dispuesto  en  el  decreto  2591  de 
1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 
 

 


